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Bogotá D.C., 20 de abril de 2020 

 

Honorable Magistrado 

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ 
Corte Constitucional 

E.S.D. 

 

Expediente: RE0000253. 

 

Referencia: Intervención ciudadana del Centro de Estudios de Derecho, 

Justicia y Sociedad – Dejusticia – en el proceso de control constitucional 

al Decreto Legislativo 491 de 2020, “Por el cual se adoptan medidas de 

urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por 

parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones 

públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas 

de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado 

de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 

 

Vivian Newman Pont, Mauricio Albarracín Caballero, Juan Carlos Upegui Mejía, Alejandro Jiménez 

Ospina, Daniel Ospina Celis y Sergio Pulido Jiménez, identificados como aparece al pie de nuestras firmas, 

obrando en calidad de ciudadanos y ciudadanas colombianas y de directora, subdirector y subdirectora 

encargada, e investigadores de Dejusticia, presentamos intervención en el proceso de revisión 

constitucional del Decreto Legislativo 491 de 2020, “Por el cual se adoptan medidas de urgencia para 

garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares 

que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de 

prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social 

y Ecológica”. 

 

El Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad – Dejusticia – es un centro de investigación socio-

jurídica dedicado a la promoción de los derechos humanos en Colombia y el Sur Global, a la garantía del 

interés público y al fortalecimiento del Estado de Derecho. A lo largo de 15 años hemos realizado acciones 

de investigación, litigio e incidencia en distintos temas, incluyendo asuntos relacionados con transparencia 

en la administración pública y el derecho de acceso a la información pública. 

 

En el marco de la pandemia mundial de COVID-19, del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica declarado a través del Decreto 417 de 2020, de la medida de aislamiento preventivo obligatorio 

adoptado a través de decretos ordinarios, y con el objeto de “tomar medidas en materia de prestación de 

servicios a cargo de las entidades y organismos del Estado, con la finalidad de prevenir la propagación de 

la pandemia mediante el distanciamiento social, flexibilizando la prestación del servicio de forma presencial 

y estableciendo mecanismos de atención mediante la utilización de medios digitales y del uso y 

aprovechamiento de las tecnologías de la información y las comunicaciones, de manera que se evite el 

contacto entre los servidores públicos y los ciudadanos”, el presidente de la República de Colombia, el 28 
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de marzo de 2020, expidió el Decreto 491 objeto del presente análisis de constitucionalidad. Este es el 

decreto objeto de control en el presente proceso. 

 

El decreto legislativo bajo estudio consta de 19 artículos que regulan distintas materias, como la prestación 

de servicios a cargo de autoridades públicas en la modalidad trabajo en casa; la notificación electrónica de 

actos administrativos; la ampliación de términos para atender derechos de petición; la posibilidad de 

suspender mediante acto administrativo los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales 

en sede administrativa; la posibilidad de presentar copias simples por correo electrónico para el 

reconocimiento y pago de pensiones; la ampliación de la vigencia de permisos, autorizaciones, certificados 

y licencias; la posibilidad de que se lleven a cabo conciliaciones no presenciales ante la Procuraduría 

General de la Nación; la posibilidad de que los servicios de arbitraje, conciliación y otros mecanismos de 

resolución de conflictos se puedan continuar prestando por medios virtuales; entre otras medidas 

encaminadas a que la prestación de servicios por parte de la administración y funcionarios públicos se 

continúe desarrollando a distancia en el marco de la actual pandemia de la COVID 19. 

 

En esta intervención nos concentraremos exclusivamente en la medida adoptada en el artículo 5º del 

Decreto Legislativo 491 de 2020, relativa a la ampliación de términos para la atención de los derechos de 

petición. Estimamos que esta disposición es constitucional, siempre que se entienda que las peticiones 

relacionadas con situaciones ligadas a la emergencia sanitaria o con las medidas tomadas por el Gobierno 

nacional para mitigarla, y en general todas aquellas relacionadas con la satisfacción de los derechos 

fundamentales a la vida, la integridad física, la salud y el mínimo vital, deben tener un trámite preferente, 

y por ende resolverse de forma expedita, incluso en un término menor que el previsto para las peticiones 

ordinarias. En consecuencia, a nuestro juicio, la Corte Constitucional debe declarar la exequibilidad 

condicionada de esta disposición. 

 

Si bien es entendible que los términos legales para responder a las peticiones de la población se extiendan, 

y que esto guarda relación con las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional y por los gobiernos locales, 

sobre todo, la relativa a la “cuarentena” o al confinamiento temporal de la población, esta modificación de 

términos es problemática en determinadas situaciones. En especial, respecto de aquellas peticiones que 

precisamente por los motivos o a causa de la declaración del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica son mucho más urgentes y no pueden esperar el tiempo previsto para su respuesta en la 

legislación ordinaria, ni mucho menos el tiempo extendido previsto en la legislación de excepción.  

 

Para sustentar nuestro argumento dividiremos esta intervención en cinco secciones. En la primera, 

presentaremos la disposición cuya constitucionalidad se analiza. En la segunda, desarrollaremos los 

argumentos de derecho por los cuales consideramos que el Decreto Legislativo 491 de 2020, en primer 

lugar, cumple los requisitos de validez, tanto formales como materiales, de la expedición de decretos 

legislativos; y, en segundo lugar, por qué en el marco constitucional colombiano, para garantizar el derecho 

fundamental de acceso a la información pública y demás derechos fundamentales, se debe condicionar la 

disposición bajo examen en el entendido de que las peticiones sobre asuntos urgentes relacionadas con la 

emergencia sanitaria deben tener un trámite preferente. En la tercera sección, expondremos algunas 

conclusiones. Por último, elevaremos nuestra solicitud formal ante la Corte en el sentido de que se declare 

la exequibilidad condicionada del artículo 5º del Decreto Legislativo 491 de 2020. 
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1. NORMA BAJO ESTUDIO  
 

“DECRETO LEGISLATIVO NÚMERO 491 DE 2020 
 

(28 de marzo de 2020) 

 

Por el cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de 

los servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan 

funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de 

prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica 

 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 
 

En ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 215 de la Constitución Política, en 

concordancia con la Ley 137 de 1994, y el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, «Por el 

cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el 

territorio nacional», y 

 

(…) 

 

DECRETA 
 

(…) 

 

Artículo 5. Ampliación de los términos para atender las peticiones. Para las peticiones 

que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia 

Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, 

así: 

 

Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días 

siguientes a su recepción. 

 

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

 

(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los 

veinte (20) días siguientes a su recepción. 

 

(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y inco (35) días 

siguientes a su recepción. 
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Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 

señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 

vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los motivos de la 

demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que 

no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este artículo. 

 

En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. 

 

Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la efectividad de 

otros derechos fundamentales.” 

 

2. ARGUMENTOS DE DERECHO 
 

En esta sección, dividiremos nuestra exposición en dos partes. En primer lugar, expondremos por qué 

consideramos que el presente decreto legislativo reúne los requisitos de validez, tanto de forma como de 

fondo, de los decretos legislativos expedidos por el presidente de la República en el uso de las facultades 

excepcionales de que está investido en el marco de un Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica. En segundo lugar, analizaremos por qué la disposición bajo estudio, si bien es razonable desde 

un punto de vista general, al no discriminar que existen algunas peticiones que son urgentes y requieren 

pronta respuesta en el contexto de la actual pandemia, no garantiza el derecho fundamental de petición, el 

de acceso a la información pública y otros derechos fundamentales relacionados. Razón por la cual debería 

declararse la exequibilidad condicionada del artículo 5º del Decreto Legislativo 491 de 2020.  

 

2.1.  REQUISITOS DE VALIDEZ DE LOS DECRETOS LEGISLATIVOS 
 
En esta sección analizaremos los requisitos de validez, tanto formales como materiales, que la Corte 

Constitucional ha sistematizado en su jurisprudencia con base en el artículo 215 constitucional y la Ley 137 

de 1994. 

 
2.1.1. REQUISITOS FORMALES 

 
A continuación, analizamos cada uno de los requisitos formales establecidos por la jurisprudencia 

constitucional1:  

 
a. Debida motivación2 

 

                                                
1 Como jurisprudencia base para el análisis de los requisitos tanto de forma como de fondo de los Decretos Legislativos 
expedidos en el marco de un estado de emergencia. Véase: Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) 

Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional. Sentencia C-466 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido; Corte 

Constitucional Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo; Corte Constitucional. Sentencia C-467 de 

2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; Corte Constitucional. Sentencia C- 742 de 2015; Corte Constitucional. 

Sentencia C-723 de 2015. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. Entre otras. 
2
 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo. 
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El Decreto Legislativo 491 de 2020 se encuentra debidamente motivado pues en sus consideraciones 

presenta las razones y motivos en los que se basa. Muestra de esto es que las medidas adoptadas se fundan 

en: (i) las declaraciones y recomendaciones de la OMS sobre la pandemia COVID-19; (ii) la decisión del 

Ministerio de Salud y Protección Social de declarar la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional; 

(iii) las medidas de aislamiento preventivo obligatorio adoptadas por el Gobierno Nacional para conjurar la 

crisis; y (iv) la necesidad de adoptar medidas para que la administración siga prestando sus servicios, pero 

de forma que no exponga a los empleados públicos a la propagación del virus. 

 

b. Expedición por el Presidente de la República con la firma de todos los ministros y ministras3 
 

Este requisito se cumple, ya que el Decreto Legislativo fue suscrito por el Presidente de la República y 

todos los ministros y ministras.  

 

c. Expedición durante la vigencia del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica4 
 

El Decreto Legislativo 491 de 2020 cumple con este requisito, ya que se expidió el 28 de marzo de 2020, 

dentro de la vigencia del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica decretado el 17 de marzo 

de 2020.  

 

2.1.2. REQUISITOS MATERIALES 
 

Se trata de requisitos sistematizados por la Corte Constitucional que se desprenden de los principios de 

necesidad, proporcionalidad, temporalidad, legalidad, intangibilidad de los derechos, y de no 

discriminación, establecidos en la Ley 137 de 1994. 

 

A continuación, se analiza cada uno de los requisitos establecidos por la jurisprudencia constitucional. 

 

a. Juicio de conexidad material  
Este requisito se encamina a demostrar que existe un vínculo entre los hechos que dieron lugar a la 

declaración del estado de emergencia y las medidas adoptadas en el Decreto Legislativo. Para esto, la Corte 

Constitucional ha considerado que la conexidad material tiene un componente interno y uno externo. El 

componente interno hace alusión a si las medidas se fundan en los motivos señalados por el mismo Decreto. 

El componente externo, por su parte, hace referencia a que exista un vínculo entre las medidas y los motivos 

expuestos por el Gobierno al declarar el estado de emergencia5. 

 

                                                
3
 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo, y Corte Constitucional 

Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo, y Corte 

Constitucional Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo 
5 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional 

Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo; Corte Constitucional. Sentencia C-466 de 2017. M.P. 

Alejandro Linares Cantillo; Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-467 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz 

Delgado; Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-437 de 2017. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 
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En cuanto al componente interno, efectivamente existe un vínculo entre las medidas y la motivación del 

decreto. En los considerandos se indica que se deben “tomar medidas en materia de prestación de servicios 

a cargo de las entidades y organismos del Estado, con la finalidad de prevenir la propagación de la pandemia 

mediante el distanciamiento social, flexibilizando la prestación del servicio de forma presencial y 

estableciendo mecanismos de atención mediante la utilización de medios digitales y del uso y 

aprovechamiento de las tecnologías de la información y las comunicaciones, de manera que se evite el 

contacto entre los servidores públicos y los ciudadanos”, y, por su parte, las medidas adoptadas en el 

Decreto Legislativo 491 de 2020 guardan relación con este propósito. 

 

En cuanto al componente externo, consideramos que es clara la relación entre las medidas adoptadas y los 

motivos de declaración del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, por cuanto persiguen 

evitar la propagación de la pandemia dentro de la función pública. Así las cosas, a nuestro juicio, el Decreto 

Legislativo 491 de 2020 satisface el juicio de conexidad material. 

 

b. Juicio de finalidad 
 

Este juicio se conduce a determinar si el propósito perseguido con las medidas adoptadas se relaciona con 

la superación de la crisis y/o impedir la extensión de sus efectos6.  

 

Sobre el particular, consideramos que las medidas adoptadas en el Decreto Legislativo 491 de 2020, 

encaminadas a que en la función pública se puedan prestar distintos servicios de forma virtual para 

garantizar el confinamiento y, por tanto, la no propagación del COVID-19 en el sector público, 

efectivamente guardan relación con la superación de la crisis. 

 

c. Juicio de necesidad 
 

Este juicio persigue determinar si las medidas adoptadas son necesarias para conjurar las causas de la crisis 

y/o impedir la extensión de sus efectos7.  

 

Las medidas adoptadas, en general, por el Decreto Legislativo 491 de 2020, encaminadas a que en la función 

pública se puedan prestar distintos servicios de forma virtual, para garantizar el confinamiento y, por tanto, 

la no propagación del COVID-19 en el sector público, son necesarias para estos efectos.  

 

En relación a la ampliación de los términos para la contestación de peticiones en particular, consideramos 

que, en términos generales, esta medida es necesaria en tanto: (i) es razonable que la mayoría de los 

funcionarios y funcionarias estén volcados a atender la crisis y no tengan tanto tiempo para responder las 

peticiones ordinarias; y (ii) el realizar trabajo desde casa sin tener la información que usualmente tienen 

disponible también puede implicar demoras en contestar una petición.   

                                                
6 Corte Constitucional. Sentencia C-466 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido; Corte Constitucional. Sentencia C-517 

de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo. 
7
 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional 

de Colombia. Sentencia C-437 de 2017. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo; Corte Constitucional de Colombia. 

Sentencia C- 409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
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d. Juicio de proporcionalidad 
 

Este juicio tiene como propósito determinar si la afectación a posiciones jurídicas de estirpe constitucional 

no excede los beneficios que se logran con las medidas adoptadas8. 

 

Consideramos que las medidas adoptadas, en general, por el Decreto Legislativo 491 de 2020, encaminadas 

a que en la función pública se puedan prestar distintos servicios de forma virtual para garantizar el 

confinamiento y, por tanto, la no propagación del COVID-19, son proporcionales respecto a la ciudadanía 

en general. Sin embargo, en lo que tiene que ver con la ampliación de los términos para la contestación de 

peticiones, en particular, consideramos que la medida no resulta ser proporcional, pues no tiene en cuenta 

la diferencia entre peticiones en general y aquellas que por su naturaleza requieren, en el actual contexto, 

de una respuesta pronta, más rápida inclusive que la de los términos señalados en las disposiciones 

ordinarias de la Ley 1755 de 2015. 

 

Además, no resulta proporcional que el artículo 5º del Decreto Legislativo 491 de 2020 aumente los 

términos de respuesta a las peticiones ciudadanas sin que esta medida se encuentre limitada temporalmente. 

Es decir, el decreto no establece hasta cuándo va a seguir vigente dicha modificación de los términos en los 

que la Autoridad debe dar respuesta. En ese sentido, parece suponer que la ampliación de términos pervivirá 

incluso después de que se conjure la crisis. Esta interpretación contraría el principio de proporcionalidad 

en tanto las medidas irrestrictas e ilimitadas no son proporcionales para atender la emergencia. Como bien 

se indica en las motivaciones del Decreto Legislativo 491 de 2020, la flexibilización de los términos tiene 

como fundamento que la prestación del servicio se realiza de forma virtual o en menor medida. Sin 

embargo, una vez estas situaciones terminen (es decir, el servicio pueda prestarse con normalidad y no se 

realice de forma virtual) no hay motivo para mantener la ampliación de términos de la que trata el artículo 

5º en mención. Así las cosas, es fundamental que la Corte Constitucional se pronuncie sobre este tema e 

indique claramente cuál es el límite temporal de la medida en cuestión.  

 

e. Juicio de no discriminación 
 

Este juicio persigue determinar si las medidas adoptadas no implican una discriminación injustificada, en 

particular por motivos de raza, lengua, religión, origen nacional o familiar u opinión política o filosófica9.  

 

Las medidas adoptadas por el Decreto Legislativo 491 de 2020 en general no son discriminatorias. Sin 

embargo, de acuerdo con el principio de igualdad, la situaciones iguales o similares requieren un trato igual, 

así como las situaciones diferentes requieren de un tratamiento diferenciado. Justo eso es lo que se debe 

revisar sobre los dispuesto en el artículo 5º del Decreto Legislativo 491 de 2020, toda vez que no todas las 

                                                
8
 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional. 

Sentencia C-466 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido. 
9
 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional. 

Sentencia C-466 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido; Corte Constitucional Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro 

Linares Cantillo; Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-437 de 2017. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 
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peticiones que se presentan a la administración tienen el mismo grado o nivel de urgencia, especialmente 

en el contexto de la pandemia del COVID-19. 

 

f. Juicio de ausencia de arbitrariedad 
 

Este juicio implica que los Decretos cuya constitucionalidad se estudia no deben contener medidas 

proscritas por el artículo 7ª de la Ley 137 de 1994, esto es, medidas que afecten el núcleo esencial de los 

derechos fundamentales10. Esto no ocurre con las medidas adoptadas por el Decreto Legislativo 491 de 

2020 y, por tanto, se satisface este juicio. 

 

g. Juicio de intangibilidad 
 

Este juicio busca determinar si los derechos intangibles11 en los estados de excepción, regulados por el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, no son limitados o restringidos por el decreto bajo 

estudio12. El Decreto Legislativo 491 de 2020 no limita ni restringe derechos intangibles, cumpliéndose así 

el juicio de intangibilidad. 

 

h. Juicio de no contradicción específica 
 

                                                
10

 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional 

de Colombia. Sentencia C-467 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; Corte Constitucional. Sentencia C-466 de 

2017. M.P. Carlos Bernal Pulido. 
11 Recuento de la Corte Constitucional sobre derechos intangibles: “En la consagración positiva de estos derechos las 

disposiciones de la Convención son más amplias que las del Pacto. En efecto, según la CADH son intangibles los 

derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica (Art. 3), a la vida (Art. 4), a la integridad personal (Art. 5), la 

prohibición de esclavitud y servidumbre (Art. 6), el principio de legalidad e irretroactividad en materia penal (Art. 

9), la libertad de conciencia y religión (Art. 12), la protección de la familia (Art. 17), el derecho al nombre (Art. 18), 

los derechos del niño (Art. 19), el derecho a la nacionalidad (Art. 20), los derechos políticos (Art. 23) y las garantías 

judiciales indispensables para la protección de tales derechos. Mientras que el PIDCP sólo menciona como intangibles 
el derecho a la vida (Art. 6), la prohibición de la tortura y malos tratos (Art. 7), la prohibición de esclavitud y 

servidumbre (Art. 8), el principio de legalidad e irretroactividad penal (Art. 15), el derecho al reconocimiento de la 

personalidad jurídica (Art. 16), libertad de conciencia y religión (Art. 16) y la prohibición de ser encarcelado por el 

solo hecho de no poder cumplir una obligación contractual (Art. 11).” 

“Por su parte el artículo 4 de la [Ley 137 de 1994] recoge todos los anteriores derechos, pues menciona expresamente 

como intangibles bajo los estados de excepción los siguientes: el derecho a la vida y a la integridad personal; el 

derecho a no ser sometido a desaparición forzada, a torturas, ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; el 

derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica; la prohibición de la esclavitud, la servidumbre y la trata de 

seres humanos; la prohibición de las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación; la libertad de conciencia; la 

libertad de religión; el principio de legalidad, de favorabilidad y de irretroactividad de la ley penal; el derecho a elegir 

y ser elegido; el derecho a contraer matrimonio y a la protección de la familia; los derechos del niño, a la protección 
por parte de su familia, de la sociedad y del Estado; el derecho a no ser condenado a prisión por deudas civiles y el 

derecho al habeas corpus. Igualmente prevé que no podrán ser suspendidas las garantías judiciales indispensables 

para la protección de tales derechos.” Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-070 de 2009. M.P. Humberto 

Sierra Porto y Clara Elena Reales Gutiérrez. 
12

 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional. 

Sentencia C-466 de 2017. M.P. Carlos Bernal Pulido. 
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Este juicio exige que las medidas adoptadas por el Gobierno no se opongan a las prohibiciones 

constitucionales y de derechos humanos aplicables a los estados de excepción13.  

 

No se observan medidas que impliquen una contravención a estas prohibiciones constitucionales y de 

derechos humanos. 

 

i. Juicio de motivación suficiente 
 

Este juicio implica que se verifique si el presidente ha apreciado los motivos que llevan a imponer un 

régimen legal de excepción y si, a su vez, ha presentado las razones que fundamentan las medidas 

adoptadas14. 

 

El Presidente de la República ha presentado las razones que justifican las medidas adoptadas, tal como se 

señaló con anterioridad (subsecciones a. b y c). Por otra parte, en los considerandos del Decreto Legislativo 

491 de 2020 expuso que “la expansión en el territorio nacional del brote de enfermedad por el nuevo 

coronavirus COVID-19 y cuyo crecimiento exponencial es imprevisible, sumado a los efectos económicos 

negativos que se han venido evidenciando en la última semana, es un hecho que, además de ser una grave 

calamidad pública, constituye una grave afectación al orden económico y social del país que justifica la 

declaratoria del estado de emergencia Económica y Social, toda vez que se trata de situaciones diferentes a 

las que se refieren los artículos 212 y 213 de la Constitución Política”. En consecuencia, consideramos que 

se cumple con el requisito de motivación suficiente. 

 

j. Juicio de incompatibilidad y de subsidiaridad 
 

Este juicio implica determinar si el Presidente expuso las razones por las cuales infirió que el régimen legal 

ordinario no era suficiente para atender la crisis, siendo necesario acudir a medidas de excepción15. 

 

Aunque expresamente el Presidente de la República no señaló esta inferencia, consideramos que al haber 

señalado cada una de las disposiciones legales que debían modificarse para conjurar la actual crisis, 

implícitamente deja entrever su inferencia. Para conjurar la crisis se requieren medidas que implican 

modificaciones a normas de rango legal que, en consecuencia, solamente se pueden modificar en uso de 

facultades excepcionales mediante un decreto con fuerza de ley. Así las cosas, consideramos que se 

satisface el requisito de incompatibilidad y subsidiaridad. 

 

                                                
13 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-723 de 2015. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
14

 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; Corte Constitucional 

Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo; Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-467 de 

2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; Corte Constitucional. Sentencia C-723 de 2015. M.P. Luis Ernesto Vargas 

Silva. 
15

 Corte Constitucional. Sentencia C-517 de 2017. M.P. (e) Iván Humberto Escrucería Mayolo; y Corte Constitucional. 

Sentencia C-409 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
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2.2. DERECHOS FUNDAMENTALES, DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA, DERECHO DE PETICIÓN Y TRÁMITE DE PETICIONES RELACIONADAS CON 
LA EMERGENCIA SANITARIA 
 

En esta sección, argumentaremos que, en primer lugar, el derecho de acceso a la información pública y de 

petición son derechos fundamentales garantizados a nivel convencional, constitucional y legal. En segundo 

lugar, que se tratan de derechos instrumentales para la garantía de otros derechos fundamentales como la 

salud y el mínimo vital, derechos que muchos colombianos y colombianas ven afectados y amenazados por 

la actual coyuntura de la pandemia del COVID-19. Y, en tercer lugar, que el Decreto Legislativo 491 de 

2020, al no establecer que algunas peticiones requieren de un trámite preferente, pone en peligro, por una 

parte, principios constitucionales como la publicidad en la administración pública, y, por otra parte, 

derechos fundamentales como el acceso a la salud (reflejado en peticiones sobre información de la 

pandemia y de instrumentos de acceso a servicios de salud) y al mínimo vital (reflejado en peticiones  

relacionadas con el acceso a subsidios o alivios económicos para la actual coyuntura). Y que, por 

consiguiente, se requiere que se declare la exequibilidad condicionada del artículo 5º del decreto objeto de 

control, para que se entienda que este tipo de peticiones deben contar con un trámite sumario y preferente. 

 

Para desarrollar este argumento dividiremos esta sección en cuatro partes. En primer lugar, expondremos 

la naturaleza iusfundamental del derecho de acceso a la información pública y su relación con otros 

derechos, desarrollando su naturaleza instrumental. En segundo lugar, desarrollaremos la naturaleza 

iusfundamental del derecho de petición y su naturaleza instrumental. En tercer lugar, abordaremos la 

importancia de un trámite preferente para las peticiones relacionadas con la pandemia. Por último, 

analizaremos por qué esta medida de dar un trámite preferente a peticiones que en el actual contexto 

requieren respuestas urgentes no se encuentra incluida dentro del parágrafo del artículo 5º del Decreto 

Legislativo 491 de 2020 y esto debe ser corregido por la Corte Constitucional. 

 

2.2.1. EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA COMO DERECHO 
FUNDAMENTAL E INSTRUMENTAL 

 

El derecho de acceso a la información pública es tanto un derecho autónomo como un derecho instrumental 

para la garantía de otros derechos. Esto es así porque a través de la información pública las personas pueden 
acceder a bienes y servicios, conocer información básica sobre el funcionamiento estatal y ejercer control 

político sobre asuntos de interés público. De hecho, tanto en el Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos como en la jurisprudencia constitucional el derecho de acceso a información pública inició 
íntimamente relacionado a la libertad de expresión. Por lo anterior, el acceso a información pública es uno 

de aquellos derechos que no pueden ser suspendidos en ningún Estado de Excepción en tanto una estricta 

limitación puede equivaler al derecho a la libertad de expresión en su faceta de buscar información 
reconocida tanto por la jurisprudencia interamericana como por la jurisprudencia constitucional16.   

 

                                                
16 Corte Constitucional. Sentencia T-391 de 2007. En sentencias subsiguientes la Corte reitera que dentro de la libertad 

de información derivada de la libertad de expresión se encuentra la libertad de buscar información. Corte 

Constitucional. Sentencia T-904 de 2013. M. P. María Victoria Calle Correa; Corte Constitucional. Sentencia T-546 

de 2016. M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; Corte Constitucional. Sentencia T-098 de 2017. M. P. Luis Ernesto Vargas 

Silva; Corte Constitucional. Sentencia SU-274 de 2019. M. P. José Fernando Reyes Cuartas 
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Es así que, el derecho de acceso a la información pública se encuentra intrínsecamente relacionado con la 

libertad de expresión, especialmente con la facultad que tiene toda persona de buscar información. Esta 

última ha sido consagrada en diversos instrumentos internacionales, tales como el artículo 19 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante CADH). 
 

Debido a su relevancia para el funcionamiento, el control y la consolidación de los sistemas democráticos, 

el derecho de acceso a la información pública ha tenido un importante desarrollo en el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos. Ha sido considerado una herramienta de control ciudadano con tres 

funciones principales: (i) evaluar el funcionamiento del Estado y la gestión pública, especialmente para 

controlar y prevenir la corrupción17; (ii) crear las condiciones propicias para “participar en asuntos públicos 

a través del ejercicio informado de los derechos políticos”18; y (iii) garantizar la realización de otros 

derechos humanos19. 

 

La Corte IDH, interpretando el artículo 13 de la CADH, ha concretado las obligaciones estatales que surgen 

del derecho de acceso a información pública. En primer lugar, estableció que la Convención “protege el 

derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado”20. Lo 

anterior, a su vez, implica “la obligación positiva del Estado de suministrarla, de tal forma que la persona 

pueda tener acceso a conocer esa información”21. Más recientemente, la Corte IDH determinó que “en una 

sociedad democrática es indispensable que las autoridades estatales se rijan por el principio de máxima 

divulgación, el cual establece la presunción de que toda información es accesible, sujeto a un restringido 

sistema de excepciones”22.  

 

En Colombia, el derecho de acceso a información pública se encuentra reconocido en el artículo 74 de la 

Constitución Política. Si bien se encuentra íntimamente relacionado con la libertad de expresión y con el 

derecho de petición, se trata de un derecho fundamental autónomo23.  

 

En términos legales, el derecho fundamental de acceso a la información pública está regulado en la Ley 

Estatutaria de Transparencia y Acceso a la Información Pública24 —reglamentada por el Decreto Nacional 

103 de 2015—, y la Ley Estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental 

de Petición. Este marco normativo ha reunido tanto las reglas jurisprudenciales derivadas de la 

                                                
17 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párrs. 76 

y 78. 
18 CIDH, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, El derecho de acceso a la información en el marco jurídico 

interamericano. 2010, párr. 4. 
19 CIDH. Informe Anual 2008. Volumen II: Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. 

2008, párr. 147. 
20 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 77. 
21 Ibíd.  
22 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) vs. Brasil. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. 

Serie C No. 219, párr. 199. 
23 Véase, entre otras, las siguientes sentencias: C-491 de 2007, T-705 de 2007, T-1025 de 2007 y C-274 de 2013. 
24 Ley 1712 de 2014. 
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jurisprudencia constitucional de los últimos años, como los estándares regionales del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos.  

 

La Ley 1712 de 2014 establece los principios que regulan el ofrecimiento y la solicitud de información 

pública. Estos principios son: máxima publicidad, transparencia y calidad de la información. El principio 

de máxima publicidad y el de transparencia —análogos al principio de máxima divulgación del sistema 

interamericano— implican que toda la información en poder, custodia o posesión de los sujetos obligados 

por la ley se presume pública. Esto quiere decir que no podrá ser reservada o limitada sino por un estricto 

régimen de excepciones que la misma ley consagra. El principio de calidad de la información, por otro lado, 

se refiere a la obligación de todos los sujetos obligados de entregar información clara, completa, veraz y en 

formatos accesibles, reutilizables y procesables, con el fin de que pueda ser entendida por distintas personas 

y procesada posteriormente para explotar su uso. 

 

En síntesis, el derecho al acceso a la información pública es un derecho fundamental, autónomo e 

instrumental, que debe regirse por los principios de máxima publicidad, transparencia y calidad de la 

información. Estos principios, son de vital importancia para el control de la administración en el actual 

contexto, en el que se toman medidas en el marco de facultades excepcionales y se toman de manera 

acelerada ante la urgencia de la crisis. 

 

2.2.2. EL DERECHO DE PETICIÓN COMO DERECHO FUNDAMENTAL E 
INSTRUMENTAL 

 

El derecho fundamental de petición se encuentra consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política e 

implica que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades (…) y a obtener 

pronta resolución”.  

 

La Ley 1755 de 2015 desarrolla el contenido de este derecho y establece las reglas que se deben seguir para 

presentar derechos de petición ante autoridades y organizaciones e instituciones privadas. Según esta 

norma, toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de 

petición, sin que sea necesario invocarlo. Así, cualquier solicitud de información en garantía del derecho 

de acceso a información pública es, asimismo, el ejercicio del derecho de petición.  

 

Al interpretar el artículo 23 de la Carta Política, la Corte Constitucional ha considerado que éste consagra 

el derecho a solicitar “el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la 

resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, el suministro de información, el 

requerimiento de copias de documentos, la formulación de consultas, la presentación de quejas, denuncias 

y reclamos e interponer recursos”25. En consecuencia, ha dicho que se trata tanto de un derecho fundamental 

como de un derecho instrumental, “en tanto a través de éste se busca garantizar la efectividad de otros 

derechos constitucionales, como los de información, participación política, libertad de expresión, salud y 

seguridad social, entre otros”26.  

                                                
25 Corte Constitucional. Sentencia C-951 de 2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
26 Corte Constitucional. Sentencia C-007 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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En cuanto a su contenido mínimo, en repetidas ocasiones la jurisprudencia ha reiterado que el mismo está 

integrado por: i) la pronta resolución; ii) la respuesta de fondo; y, iii) la notificación de la respuesta27. En 

esa medida, “se entiende que este derecho está protegido y garantizado cuando se obtiene una contestación 

oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y la misma es puesta en conocimiento del peticionario. Y, 

por lo tanto, el incumplimiento de cualquiera de estas características envuelve su vulneración por parte de 

la autoridad o del particular”28.  

 

Vale la pena resaltar que una de las características del derecho de petición que ha establecido la 

jurisprudencia constitucional es la prontitud de la respuesta a la petición. Este elemento se basa tanto en la 

garantía del derecho de petición como un derecho autónomo, como en la salvaguarda de los derechos 

fundamentales asociados al derecho de petición. La demora en responder una solicitud urgente tendiente a 

garantizar el derecho a la salud no solo vulnera el derecho de petición, sino que pone en peligro la vida del 

peticionario. De hecho, el artículo 20 de la Ley 1755 de 2015 es sensible a esta consideración y exige que 

se atiendan prioritariamente las peticiones relacionadas con un derecho fundamental cuando su respuesta 

evite un perjuicio irremediable para el peticionario. 

 

 

2.2.3. LA IMPORTANCIA DE UN RÉGIMEN ESPECIAL PARA LAS PETICIONES 
URGENTES Y/O LAS RELACIONADAS CON LA EMERGENCIA  

 

Como mencionamos anteriormente (subsección 2.2.1), el derecho de acceso a la información pública es a 

la vez un derecho autónomo y un derecho instrumental para la garantía de otros derechos. Lo mismo sucede 

con el derecho de petición (subsección 2.2.2). Esto es así porque a través de la satisfacción de su objeto (el 

acceso efectivo a la información pública o la respuesta a la petición) las personas pueden acceder a bienes 

y servicios, conocer información básica sobre el funcionamiento estatal y ejercer control político sobre 

asuntos de interés público.  

 

Al tratarse de derechos instrumentales, toda limitación que se imponga tendrá efectos en los derechos que 

estos están llamados a garantizar desde una perspectiva funcional. En ese sentido, al introducir una 

limitación, en principio razonable, sobre los derechos fundamentales de petición y de acceso a la 

información pública, el Decreto Legislativo 491 de 2020 por transitividad, introduce una limitación a todos 

los derechos cuyo ejercicio efectivo dependen de las peticiones ante las autoridades o el acceso a 

información pública. 

 

Por lo anterior, si bien ampliar los términos de respuesta a los derechos de petición y de acceso a la 

información pública, resulta ser una medida proporcional y necesaria en el contexto de la situación de 

emergencia, esta medida desconoce dos cuestiones de suma importancia. Por un lado, no tiene en cuenta la 

necesidad de imponer un límite temporal a la ampliación de los términos de respuesta. Por tratarse de una 

medida excepcional que tiene un gran impacto en la garantía de los derechos de petición y acceso a 

información pública y en sus derechos asociados no puede tener una vigencia indefinida. Es necesario que 

                                                
27 Corte Constitucional. Sentencia C-951 de 2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
28 Corte Constitucional. Sentencia C-007 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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se limite exclusivamente al tiempo durante el cual dure la emergencia en las entidades del Estado. Esto 

quiere decir que, cuando las entidades retomen su funcionamiento ordinario, no existe justificación alguna 

para que se mantenga la ampliación en los términos de respuesta.  

 

Por el otro lado, hay peticiones que por su naturaleza instrumental y su relación con la emergencia sanitaria 

deberían estar sometidas a un trámite preferencial y a un término de respuesta más corto. Un término más 

corto incluso que el dispuesto en la legislación ordinaria. Razones sobre el valor de la transparencia, el 

valor del acceso a la información de forma oportuna y la posibilidad real de ejercer derechos fundamentales 

de los que dependen, en especial, la subsistencia, la salud física y mental, y la vida en condiciones de 

dignidad, así lo imponen. 

 

De hecho, la legislación ordinaria es consciente de la necesidad de agilizar el trámite de ciertas peticiones 

en tanto de ello depende la garantía efectiva de derechos fundamentales. El artículo 20 de la Ley 1755 de 

2015 es un claro ejemplo de ello. Por este motivo, es necesario que la legislación extraordinaria también 

contemple una disposición por el estilo en tanto no todas las peticiones pueden dar espera a los términos 

previstos en el artículo 5º del Decreto Legislativo 491 de 2020. De hecho, en una situación de 

excepcionalidad hay peticiones o solicitudes de información que por su expresa relación con la emergencia 

sanitaria deben ser respondidas en un término especial, ágil y oportuno que garantice la materialización de 

los derechos de petición y de acceso a información pública, así como sus derechos asociados.  

 

No contar con un trámite ágil y expedito para resolver peticiones de urgencia equivale a la negación total 

de los derechos en juego. El Estado tiene obligaciones generales de garantizar los derechos fundamentales 

reconocidos tanto en la Constitución Política como en instrumentos de derechos humanos29 ratificados por 

Colombia30. Para lograr dicho fin, las peticiones ante la Autoridad y las solicitudes de acceso a información 

pública son esenciales, pues le permiten al Estado conocer en qué casos no está cumpliendo con sus 

obligaciones de garantía de los derechos humanos y remediar la situación.   

 

Es más, la creación de un término expedito para dar respuesta a peticiones de carácter urgente relacionadas 

con la emergencia no es nueva en el ámbito internacional. A través de la Medida Provisoria Nº 928 de 23 

de marzo de 2020, el gobierno brasilero creó esta figura como herramienta para sortear la crisis que vive el 

país. Esta medida, sin embargo, fue posteriormente suspendida por el poder judicial31 porque venía 

acompañada de una suspensión general de todos los términos de respuesta a las peticiones, lo cual equivalía 

a la negación del derecho de acceso a información pública en todos los casos no relacionados con la 

emergencia sanitaria.  

 

A continuación, expondremos de manera ilustrativa algunas de las situaciones en las que estimamos 

fundamental contar con un trámite ágil para responder peticiones elevadas a la administración pública 

                                                
29 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 1. 
30 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrs. 162-

167. 
31 Medida cautelarna ação diretade inconstitucionalidade 6.351 Distrito Federal. Ministro Alexandre de Moaes. 

Disponible en: https://artigo19.org/wp-content/blogs.dir/24/files/2020/03/moraes-concede-liminar-suspende.pdf  
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cuando las mismas guarden relación con las causas de (o con las medidas tomadas durante) el Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica. 

 

a. Peticiones relacionadas con la evolución de la pandemia y temas epidemiológicos 
 

Un claro ejemplo del impacto del acceso a la información pública por la vía del ejercicio de otros derechos 

es el del derecho a gozar de los beneficios del progreso científico, consagrado en el artículo 15 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (derecho que tiene su contrapartida en los 

artículos 70 y 71 de la Constitución) recientemente desarrollado en la Observación General No. 25 del 

Comité DESC de la ONU sobre ciencia y DESC32.  

 

En momentos excepcionales, como el de una pandemia, la ciencia toma una relevancia central para la 

comprensión del fenómeno, su contención y la mitigación de sus efectos. Para que la ciencia avance es 

necesario que quienes la hacen, los y las científicas, tengan acceso a información pública transparente, 

imparcial y de calidad sobre salud pública, capacidad del sistema de salud, efectos macro y 

microeconómicos de la crisis, entre muchos otros asuntos.  

 

De manera que la transparencia y el acceso a la información pública también tienen la potencialidad de 

garantizar la toma de decisiones informadas y basadas en evidencia. En este caso, las solicitudes de 

información relacionadas con temas científicos que sean necesarias para realizar modelos epidemiológicos 

u otras investigaciones relacionadas con la pandemia no pueden esperar el término previsto en el Decreto 

491 de 2020. Su importancia pública hace necesario que la información esté disponible en al máximo tres 

días hábiles con el fin de que sea útil y de que pueda utilizarse de forma oportuna. Lo mismo sucede, por 

ejemplo, si cualquier ciudadano o ciudadana busca acceder a información detallada sobre el avance del 

virus en Colombia. Esta información no puede estar sujeta a los términos planteados en el Decreto 491 de 

2020. Esta información es requerida, si fuera posible, en tiempo real y a través de ejercicios de transparencia 

activa.  

 

b. Peticiones relacionadas con el acceso a la salud y los derechos del personal de salud 
 

Teniendo en cuenta que el derecho de acceso a la información pública y el derecho de petición son derechos 

instrumentales para garantizar otros derechos, estos cobran especial relevancia cuando lo que se pretende 

exigir es la garantía del derecho a la salud y los derechos del personal de salud. Lo anterior es aún más 

palpable en el contexto de la emergencia y de la crisis sanitaria en la que nos encontramos. En ese sentido, 

aquellas peticiones relacionadas directamente con la pandemia del COVID-19 que sean instrumentales para 

la garantía del derecho a la salud y los derechos del personal de salud, deben contar con un trámite ágil y 

urgente con miras a garantizar efectivamente la salud de las personas.  

 

Allí no sólo se incluyen las solicitudes de acceso a procedimientos, medicamentos y equipos, sino también 

todos los relacionados con servicios e insumos médicos. También están aquellas relativas al ejercicio de las 

                                                
32 Committee on Economic, Social and Cultural Rights. General comment No. 25(2020) on Science and economic, 

social and cultural rights Art. 15.1.b, 15.2, 15.3 and 15.4. 
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facultades de inspección, control y vigilancia sobre los actores del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud y la solicitud de equipos de protección personal para el personal de salud, entre otras. En suma, todas 

las peticiones relativas al derecho a la salud deben ser atendidas con urgencia y de manera preferente 

 

c. Peticiones relacionadas con el acceso a subsidios, alivios económicos o cualquier otra 
consecuencia social y económica relacionada con la pandemia 

 

Otro ejemplo de peticiones que deben contar con un trámite especial y ágil son las peticiones relacionadas 

con los alivios económicos que el Gobierno nacional y los gobiernos locales han dispuesto para las personas 

en condiciones de vulnerabilidad económica. Es fundamental que las peticiones relacionadas con cómo 

acceder a los mismos, calidad en las bases de datos que determinan su efectiva asignación, quejas sobre 

presuntas exclusiones de dichas bases de datos, requisitos y trámites requeridos para su acceso, y otras 

cuestiones relacionadas con el acceso efectivo a los beneficios de estas medidas, sean tramitadas más 

ágilmente que en tiempos ordinarios. Esta información es la que permitirá a las personas efectivamente 

subsistir mientras dura la emergencia sanitaria en el país y, por lo tanto, no sería proporcional que quedase 

cobijada por la extensión de los términos dispuesta por el artículo 5 del Decreto 491 de 2020. Tampoco se 

encuentran cobijadas otras consecuencias de carácter social y económico como lo serían la violencia 

intrafamiliar, problemas de seguridad urbana, reclamación de derechos laborales o hechos de corrupción 

relacionados con la pandemia. 

 

2.2.4. EL PARÁGRAFO DEL ARTÍCULO 5 NO CONTEMPLA UN TRÁMITE ESPECIAL 
PARA LAS PETICIONES RELACIONADAS CON LA EMERGENCIA SANITARIA 
DE CARÁCTER URGENTE 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta los escenarios anteriores, se podría objetar que esto está previsto en el 

parágrafo del artículo 5 del Decreto 491 de 2020 y que, por lo tanto, los derechos fundamentales de estas 

personas están salvaguardados. Sin embargo, esto no es así. El parágrafo mencionado sólo excluye del 

aumento de términos a “las peticiones relativas a la efectividad de otros derechos fundamentales”, pero no 

ordena darles un trámite preferente, como debió ser.  

 

El parágrafo del artículo es susceptible de una interpretación sistemática de las diferentes disposiciones que 

regulan el derecho de petición en el ordenamiento jurídico colombiano. Así, si partimos del presupuesto de 

que el derecho de petición tiene un régimen general, contenido en la Ley 1755 de 2015, pero que es 

susceptible de tener reglas especiales, por ejemplo, para el ejercicio de otros derechos, el parágrafo puede 

ser leído como un mandato de intangibilidad de los términos de los regímenes especiales. Esto es, el 

parágrafo puede ser leído en el sentido de que el legislador extraordinario reconoce que existen derechos 

fundamentales cuyo ejercicio efectivo dependa del derecho de petición y tengan una regulación específica, 

que no será objeto de alteración o subrogación alguna por parte del Decreto 491 de 2020.  

 

El caso más claro es el de los términos para resolver asuntos relacionados con el derecho a acceder al 

reconocimiento y pago de pensiones. Los términos en estos casos pueden ser de cuatro meses calendario 

para “dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional”, o de seis meses calendario “para todas 

las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales”. Esto, 
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conforme a lo fijado por la Corte Constitucional en su Sentencia SU-975 de 2003 (al abordar la crisis 

institucional de Cajanal relacionada con el derecho de petición-reconocimiento y pago de pensiones), y 

reiteradas en la Sentencia C-951 de 2014, (al adelantar el control previo de constitucionalidad del proyecto 

de ley estatutaria sobre derecho de petición). Según la Corte “La modificación de los tiempos de respuesta 

de las solicitudes pensionales significó que el derecho de petición no se vulneraba hasta que esos plazos 

transcurrieran. En esa materia, la Corte amplió los tiempos de resolución de las respuestas de las solicitudes 

con el fin de que la entidad respondiera asuntos de gran complejidad, pese a los problemas administrativos 

y de gestión que adolecía.”33 

 

Otro de los casos, es el término especial regulado por la Ley 1712 de 2014, estatutaria de transparencia, 

para el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública. Este derecho guarda 

familiaridad con el de derecho de petición, pero, como lo hemos indicado y ha sido reconocido por la propia 

Corte Constitucional, tiene el carácter de un derecho fundamental autónomo34. El derecho de acceso a la 

información pública además cuenta con un régimen jurídico especial, diferente del propio del derecho de 

petición. En el caso del derecho fundamental de acceso a la información pública, el término es de 10 días 

hábiles, según la remisión que hace el artículo 26 de la Ley 1712 de 2014 al artículo 14 de la Ley 1437 de 

2011. 

 

Según esta interpretación del parágrafo del artículo 5, conforme con el principio interpretativo del efecto 

útil, y en concordancia con el principio de eficacia de los derechos fundamentales, consagrado en el artículo 

2 de la Constitución Política, los términos para el ejercicio de otros derechos fundamentales, como el 

reconocimiento y pago de pensiones, y el acceso a la información pública, se mantendrían inalterados. 

 

Pero dejando de lado estas vicisitudes interpretativas, en todo caso, ni los incisos del artículo 5 del Decreto 

Legislativo 491 de 2020, ni su parágrafo, establecen un término especial diferente al de los términos 

especiales que ya estén establecidos en la Legislación ordinaria, para “la efectividad de otros derechos 

fundamentales”. Por tanto, este artículo no serviría para reparar el defecto de la legislación extraordinaria 

de no haber previsto un término más corto para la respuesta de peticiones ciudadanas relacionadas con el 

ejercicio efectivo de los derechos fundamentales, especialmente vulnerables durante la vigencia del estado 

de emergencia.  

 

Como ya lo indicamos, los derechos de petición y de acceso a la información pública son derechos 

instrumentales para el ejercicio y goce efectivo de otros derechos, como el derecho a la salud, el derecho al 

mínimo vital y el derecho a gozar de los beneficios del progreso científico. En ese orden de ideas, estimamos 

que, dada la coyuntura actual, debería existir un término especial, más corto que el establecido en la 

legislación ordinaria, para resolver las peticiones relacionadas con la crisis sanitaria, social y económica.  

 

En ese orden de ideas, el parágrafo del artículo 5 no cumple adecuadamente con la necesidad de responder 

de manera ágil y oportuna a las peticiones relacionadas con la emergencia. Si bien deja a salvo el término 

previsto en la legislación ordinaria para el ejercicio efectivo de los demás derechos fundamentales, lo cierto 

                                                
33 Sentencia C-951 de 2014, M.P. María Vicoria Sáchica, (en donde define el patrón de constitucionalidad relacionado 

con el derecho fundamental de petición) consid. 4.2.2. Elementos estructurales del derecho petición. 
34 Sentencia C-491 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
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es que el parágrafo no suple la deficiencia general del artículo 5 esbozada más arriba: la necesidad de un 

trámite preferencial y urgente para las peticiones relacionadas con la emergencia.  

 

3. CONCLUSIÓN 
 

De acuerdo con lo anterior, el Decreto 491 de 2020 satisface los requisitos de validez formales y materiales 

establecidos por la jurisprudencia constitucional para los decretos legislativos. Sin embargo, su artículo 5 

no contempla reglas especiales para responder a las peticiones relacionadas con la emergencia, debiéndolo 

hacer. En ese orden de ideas, estimamos que se debe declarar la exequibilidad condicionada de esta 

disposición, en el entendido de que las peticiones sobre asuntos urgentes, relacionadas con la emergencia 

sanitaria, de los que dependa el ejercicio y goce efectivo de los derechos fundamentales a la vida, la salud, 

el mínimo vital y a gozar de los beneficios del proceso científico, deben resolverse en un término menor al 

establecido en la legislación ordinaria, que podría ser de 3 días hábiles, y ser resueltos de manera preferente. 

Estas peticiones incluyen todas aquellas tendientes a obtener información y solicitar acción respecto a: (i) 

la contención y mitigación de la propagación del SARS-CoV-2 (denominada por la OMS como COVID-

1935); (ii) la atención de la enfermedad respiratoria que produce el SARS-CoV-2; y (iii) la atención de los 

efectos sociales y económicos derivados de las acciones anteriores. 

 

4. PETICIÓN 
 

PRIMERO. Declarar la exequibilidad condicionada del artículo 5 del Decreto 491 de 2020, en el entendido 

que las peticiones asociadas al ejercicio y goce efectivo de los derechos a la vida, a la salud, al mínimo vital 

y a gozar de los beneficios del progreso científico, relacionadas con las causas o con las medidas tomadas 

para enfrentar la emergencia sanitaria, deben tener un término menor al establecido en la legislación 

ordinaria, no superior a tres días hábiles y ser resueltas de forma preferente. 

 

5. NOTIFICACIONES 
 

Se puede notificar a los intervinientes en el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad – Dejusticia 

–, ubicado en la Calle 35 No. 24 – 31 de la ciudad de Bogotá y en las siguientes direcciones de correo 

electrónico: vnewman@dejusticia.org; jupegui@dejusticia.org y notificaciones@dejusticia.org.  

 

 

Cordialmente, 

 

       
VIVIAN NEWMAN PONT   MAURICIO ALBARRACÍN CABALLERO 
C.C. 32’691.759     C.C. 91’514.122  

                                                
35

 World Health Organization. “Naming the coronavirus disease (COVID-19) and the virus that causes it”. Disponible en: 

https://www.who.int/es/emergencies/diseases/novel-coronavirus-2019/technical-guidance/naming-the-coronavirus-disease-
(covid-2019)-and-the-virus-that-causes-it 
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JUAN CARLOS UPEGUI MEJÍA  ALEJANDRO JIMÉNEZ OSPINA 
C.C. 94´514.290 de Cali   C.C. 1.037’620.354 

    

DANIEL OSPINA CELIS   SERGIO PULIDO JIMÉNEZ 
C.C. 1.020´819.027    C.C. 1.032´475.713 
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